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1.-
ANTECEDENTES
El 31 de enero de 2001, el Consejo Nacional del Agua aprobó el Plan Hidrológico Nacional (PHN). A partir de ese momento, dicho documento fue aprobado por el Consejo de Ministros, y siguió la correspondiente tramitación parlamentaria con carácter de Ley, apareciendo ésta publicada en el Boletín Oficial del Estado el 6 de julio de ese mismo año. 

Dicho Plan ha levantado numerosas protestas sociales, que han conllevado las consiguientes denuncias ante las autoridades comunitarias, por entender que dicho documento incumplía varias directivas comunitarias, especialmente las de Aves, Hábitats y la Directiva Marco de Aguas. Esto ha hecho temer al Gobierno Español que dichas protestas y denuncias pusieran en riesgo el porcentaje de financiación comunitaria que está prevista para el desarrollo de las obras que contiene el Plan, lo que pondría en peligro la viabilidad del mismo. 

Por ello, el Ministerio de Medio Ambiente, con el fin de intentar demostrar a la autoridades comunitarias la compatibilidad del Plan con la preservación del Medio Ambiente, ha elaborado un documento al que le denomina “Evaluación Ambiental Estratégica del Plan Hidrológico Nacional”, documento que pasamos a analizar en el presente informe.

2.-
NO SE REALIZA EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA DE NINGÚN TIPO
Las evaluaciones de impacto ambiental tienen como finalidad el análisis de la incidencia ambiental de un proyecto o actuación, con el fin de determinar si su realización es viable o no ambientalmente y, en el caso de que pudiera serlo, las medidas que deberían adoptarse para que se alcance esa compatibilidad. Lógicamente ese procedimiento tiene lugar antes de que se produzca la aprobación del proyecto por parte de las administraciones que correspondan. Sin embargo, en el caso que nos ocupa, el proyecto ya se ha aprobado, y además nada menos que con rango de ley, por lo que la evaluación ambiental estratégica carece ya de sentido alguno, pues en ningún caso cualquier Evaluación de este tipo que se elaborase podría modificar la Ley de Plan Hidrológico Nacional aprobada por el parlamento.

Por ello, entendemos que el documento presentado en cierto modo es un fraude, pues no se trata de ninguna evaluación ambiental estratégica, al no seguir ningún tipo de procedimiento reglado ni por la nueva directiva de evaluación ambiental de planes y programas, ni por la actualmente en vigor de evaluación de impacto ambiental, ni poder modificar ni una coma de la Ley ya aprobada. Simplemente se trata de un documento, supuestamente técnico, que intenta demostrar la compatibilidad medioambiental del PHN, y propone una serie de actuaciones medioambientales compensatorias, que no son incompatibles con el PHN aprobado.

En definitiva, este documento no es más que un elemento propagandístico, que tiene como única finalidad convencer a la opinión pública y a las autoridades comunitarias de que se trata de un Plan que no atenta contra el Medio Ambiente.

3.-
TAN SOLO SE EVALUA UNA PEQUEÑA PARTE DEL PHN
Ya en el apartado de alcance y objetivos se limita la parte del PHN que se va a analizar, ciñéndose exclusivamente al trasvase. Sin embargo, el PHN incorpora en su Anexo II un listado de alrededor de un millar de nuevas obras hidráulicas, de las que aproximadamente casi un centenar son nuevos embalses, así como el encauzamiento de más de quinientos kilómetros de ríos. Dichas actuaciones, repartidas por todo el territorio nacional, implican una inversión que supera en más de tres veces al coste económico del trasvase, y la incidencia ambiental del conjunto de estas obras va a ser previsiblemente bastante mayor que el propio trasvase. Por ello, al analizar tan sólo el trasvase, únicamente se está analizando la incidencia ambiental de la cuarta o quinta parte de la inversión que constituye el PHN, siendo por tanto claramente incompleto.

En el documento se justifica, sin ningún tipo de pudor, que no se incluyan esas obras en el análisis, argumentando que ya han sido aprobadas en los planes hidrológicos de cuenca. Sin embargo, según se señala en el Libro Blanco del Agua, elaborado por el propio Ministerio de Medio Ambiente, las obras que se recogen en los planes hidrológicos de cuencas se incluyen tan sólo a título orientativo, cómo máximos, señalándose explícitamente que tan sólo se llevarán a cabo una parte de las obras. Sin embargo, en el PHN a ese millar de obras hidráulicas lo incluye dentro del Anexo II, que se denomina listado de inversiones, formando parte por tanto del PHN, y con una intención inicial de llevarlas a cabo.

Sorprendentemente, en la evaluación ambiental estratégica se señala literalmente que “Dichas inversiones se contemplan en la Ley exclusivamente a efectos de establecer un marco económico-financiero para priorizar en el periodo 2001-2008 un subconjunto reducido del conjunto de todas las actuaciones incluidas en los planes de cuencas”. Esa afirmación se contradice por completo con lo señalado en el Libro Blanco del Agua en relación a las obras recogidas en los planes hidrológicos de cuencas, y a la que nos hemos referido anteriormente. Por otra parte, no entendemos cómo el Ministerio de Medio Ambiente se atreve a hacer una interpretación de este tipo de una ley aprobada por el Parlamento, pues en la Ley10/2001 de 5 de julio del Plan Hidrológico Nacional, no se dice eso en ningún momento.

Por otra parte, señalar que una parte de las obras recogidas en el Anexo II del PHN no se encuentran incluidas en los planes hidrológicos de cuencas, especialmente algunas que se incluyeron en el último momento con la finalidad de obtener el apoyo de algunos gobiernos regionales al PHN, en la votación que se realizó en el Consejo Nacional del Agua. Sirva de ejemplo el caso del embalse de Monteagudo, en la cuenca del Tajo, cuya construcción además produciría un gran impacto medioambiental y que de hecho por ello ya había sido desechada hace varios años por la administración hidráulica, pero cuya inclusión en el PHN fue requisito indispensable para que la Junta de Extremadura apoyara en el Consejo Nacional del Agua el citado documento.

Desde el Ministerio de Medio Ambiente se argumenta de forma reiterada que la mayor parte de esas obras se someterán por separado al procedimiento de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo con la legislación vigente. Sin embargo, esa evaluación de cada uno de los proyectos por separado no tiene en cuenta el efecto sinérgico que la realización de ese millar de obras hidráulicas va a tener necesariamente sobre el conjunto del medio hídrico español. De ahí que la Comisión Europea promoviera una directiva relativa a la evaluación ambiental conjunta de planes y programas.

Además, los planes hidrológicos de cuencas no se sometieron a ningún tipo de evaluación ambiental, pese a que así se solicitó en su momento desde las organizaciones ecologistas en las sesiones del Consejo Nacional del Agua, por lo que consideramos que las obras incluidas en el Anexo II del PHN, que no se han sometido nunca a evaluación ambiental de ningún tipo, que forman parte del Plan, y que constituyen aproximadamente el 80 % de la inversión del mismo, deberían tenerse en cuenta y analizarse su incidencia ambiental conjunta en la Evaluación Ambiental Estratégica del PHN.

4.- COMPATIBILIDAD CON OTROS PLANES
En el documento analizado se señala que “se ha considerado de forma integrada otros planes sectoriales directa o indirectamente vinculado con él (el PHN), entre los que destaca el Plan Nacional de Regadíos (PNR)...... En este sentido se ha efectuado un diseño de la planificación hidrológica basado en la plena compatibilidad del PHN con el PNR.”. Esto es completamente incierto, y fácilmente demostrable, simplemente porque el Plan Nacional de Regadíos todavía no se encuentra aprobado, y de hecho ni siquiera ha sido todavía informado, como es preceptivo, por parte del Consejo Nacional del Agua. No entendemos como se puede hablar de una plena compatibilidad con un Plan que, al menos teóricamente, podría verse sustancialmente modificado, al no encontrarse aprobado. 

En cualquier caso, esa compatibilidad no existe, pues en el borrador de Plan Nacional de Regadíos que se está discutiendo se contempla la creación de algo menos de 250.000 hectáreas de nuevos regadíos, la gran mayoría de los cuales cuentan ya con las infraestructuras de regulación construidas, y una buena parte de ellos también con la red principal de transporte. Sin embargo, en el PHN se contempla la construcción de algo menos de un centenar de nuevos embalses, que se justifican para el abastecimiento de agua de nuevos regadíos que no coinciden en nada con los previstos en el Plan Nacional de Regadíos que se está discutiendo. Eso sí, en varias ocasiones se reitera en este Plan su compatibilidad con el PHN, como si por repetirlo muchas veces los dos planes fuesen más compatibles.

5.-
EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA DEL TRASVASE
A pesar del hecho de que la evaluación ambiental estratégica del PHN carece de utilidad normativa y tan sólo se centra en una parte proporcionalmente pequeña de las actuaciones previstas en el PHN, a continuación vamos a analizar el contenido de esa evaluación, repetimos referida tan sólo al trasvase.

En primer lugar se hace una descripción de la problemática hídrica y un diagnóstico de la problemática ambiental de las cuencas, mal llamadas a nuestro entender, deficitarias. Sobre estos dos apartados no vamos a entrar, pues son en buena medida repetitivos de los que se indican en el Libro Blanco del Agua y en la documentación técnica que acompaña al PHN. Tan sólo señalar que la descripción de la problemática hídrica se realiza de una forma segada, insistiendo tan sólo en el déficit del agua y no en las causas que generan este déficit. De esta manera, si se instalase un campo de golf en el desierto, automáticamente se produciría un déficit de agua que, según esta idea, se debe intentar solucionar. En definitiva, se intenta diagnosticar el efecto en vez de la causa.

A continuación se lleva a cabo un análisis de opciones estratégicas, especialmente referido a la posibilidad o no de resolver la problemática existente en el ámbito de las cuencas afectadas, así como a la viabilidad y las repercusiones ambientales de las diferentes opciones planteadas. 

5.1.-
ANÁLISIS DE OPCIONES ESTRATEGICAS

Este apartado si vamos a entrar a analizarlo con detalle, pues es en el que se opta por la opción del trasvase como la más adecuada para solventar los problemas de las cuencas llamadas deficitarias. Nos referimos así a las mismas, porque consideramos que el concepto de déficit es bastante discutible, pues va a depender siempre más que de los recursos hídricos disponibles, que esos por decirlo de una manera, son más o menos fijos, que de las demandas que se establezcan o puedan establecerse en el futuro en cada zona.

En concreto, en el documento se formular cuatro opciones estratégicas, que son:

Opción 0. No actuación.

Opción 1 Reducción programada de la demanda.

Opción 2. Desalación a gran escala.

Opción 3. Transferencia entre cuencas.

Asimismo, también se indica que las opciones 1, 2 y 3 no son estancas y exclusivas, sino que contemplan la adopción de medidas encaminadas hacia la optimización del aprovechamiento de todos los recursos propios de las cuencas deficitarias (ahorro, reutilización, etc.).

Se descarta de antemano la opción cero, y se empiezan a comparar entre sí las opciones 1, 2 y 3, en función de los siguientes criterios: 

· Ambito de planificación.

· Cautela y acción preventiva.

· Calidad de los recursos ambientales básicos.

· Valores ambientales, ecosistemas y hábitats.

· Racionalidad económica.

· Equilibrio social y territorial.

En el presente informe vamos a centrarnos en las opciones 1 y 3, pues la desalación coincide conceptualmente bastante con la opción 3 en el sentido de que se apuesta por recibir recursos externos en las cuencas deficitarias, siendo básicamente el argumento económico el que hace decantarse al Ministerio de Medio Ambiente por la opción 3 frente a la 2.

- Ambito de planificación.

Con relación a este criterio, se viene a señalar básicamente que la opción del trasvase es la que hace que no sea necesario llevar a cabo mucha planificación para solventar el problema. Ese argumento es inaceptable, pues en realidad viene a decir que si hay abundancia de recurso la planificación es menos necesaria, cuando la planificación, sea de suelo o agua, se debe llevar siempre a cabo para ordenar el uso y la gestión de aquellos recursos que, como los mencionados, son limitados. En cierto modo se desliza el mensaje simplista de que cuanto más agua haya, mejor. Ese criterio choca directamente con lo que es el desarrollo sostenible, y con lo que debe ser una gestión racional de los recursos naturales.

- Cautela y acción preventiva.

En cuanto a la cautela y acción preventiva, se señala que con la opción 3 es más fácil hacer frente a incrementos sustanciales de la demanda como consecuencia del crecimiento demográfico, el desarrollo del sector turístico o un mayor desarrollo de la actividad agrícola. Esto es completamente cierto, pero lo que parece evidente es que en la costa mediterránea ya se ha alcanzado un nivel de desarrollo muy por encima de la capacidad de ese territorio, constituyendo la antítesis de lo que es el desarrollo sostenible, donde la explotación de la mayor parte de los recursos naturales supera con creces a la capacidad de regeneración de los mismos, y se están produciendo daños ambiénteles irreversibles. En este sentido, no puede admitirse ni contemplarse en este área un mayor desarrollo urbanístico y turístico, ni del regadío intensivo, por muy productivo que éste sea, tal y como se señala en el documento. 

En caso contrario, el nivel de insostenibilidad se incrementaría aún más, y el trasvase tan sólo serviría para ralentizar algunos años un colapso que se acabaría produciendo de manera inevitable, y que tendría consecuencias medioambientales y sociales nefastas en todo el arco mediterráneo.

En el documento se señala que, en el caso de elegir la opción 3, sería necesario que se adoptasen “medidas especiales en el ámbito legal, administrativo y técnico referentes al control de los regadíos, que la Ley del Plan ha configurado”. Es cierto que en cualquier caso sería necesario evitar el desarrollo de nuevos regadíos, sin embargo, no es cierto que en el PHN se limite ni mucho menos el desarrollo de los mismos en la costa mediterránea. Tan sólo se señala que no podrán regarse nuevos regadíos con las aguas del trasvase. En la actualidad todavía no hay trasvase y se sigue incrementado la superficie de regadío, por lo que no es previsible que la aplicación del PHN cambie esa situación.

- Calidad de los recursos ambientales: agua, atmósfera y suelo.

En el apartado referido a este criterio, se lleva cabo una manipulación inaceptable. Se señala que la opción 1 va a conllevar problemas de conservación de los recursos edáficos, e incrementar los procesos erosivos como consecuencia del abandono de regadíos, cuando los regadíos intensivos que se llevan a cabo en la costa mediterránea son de lo más agresivos y esquilmantes con el suelo y los recursos hídricos, debido al uso masivo de pesticidas y fertilizantes.

En cuanto a las opciones 2 y 3, señala que implican un mayor consumo de energía y emisión de gases con efecto invernadero, pero “despacha” el problema señalando que “Estas medidas superan el ámbito de la planificación hidrológica al involucrar a las pautas de producción energética a escala nacional”. Lo cierto es que tanto la desalación como el trasvase conllevan un consumo energético, y por tanto un impacto ambiental en forma de emisiones, que no se produce en el caso de la opción 1, y nada más.

- Valores naturales, ecosistemas, hábitats y paisajes.

Con relación a este criterio, se señala que la opción del trasvase es la mejor de cara a preservar los ecosistemas vinculados al agua, aunque se reconocen también algunos perjuicios. 

Consideramos que los problemas que soportan los ecosistemas ligados al agua en la costa mediterránea se deben exclusivamente a la actividad humana, que resulta especialmente esquilmante en el caso del agua, por lo que consideramos que lo que hay que hacer reducir esa esquilmación, que no va a producirse enviando más agua mediante un trasvase, pues el único elemento que ha ralentizado el crecimiento de la demanda en la costa mediterránea ha sido la sensación de escasez (incluso durante la sequía que duró del 90 al 95 se incrementó sustancialmente la superficie de regadíos en la cuenca del Júcar), por lo que es seguro que el anuncio del trasvase dispararía las demandas. 

Sirva el ejemplo del trasvase Tajo-Segura, actualmente el déficit de agua es mayor en las cuencas receptoras que antes de construirse el trasvase, y los ecosistemas ligados al agua en esa zona están en peores condiciones, y además encima su supervivencia se encuentra ahora ligada a la disponibilidad de los recursos anuales trasvasados, por lo que en el caso de que no se produzca el trasvase se producirían graves impactos sobre estos ecosistemas. De hecho, en el PHN se propone que los ecosistemas naturales ligados al agua dependan del agua trasvasada, por lo que si se producen una serie de años secos y no puede trasvasarse agua, los daños ambientales podrían ser muy graves.

- Racionalidad económica.

Desde el punto de vista de la racionalidad económica, se Apuesta por la opción 3, frente a la opción 1, achacándole a esta última una pérdida de rentas como consecuencia del abandono de aproximadamente 40.000 Has. de regadíos, frente a la opción 3 que garantiza el mantenimiento de esos regadíos. Eso puede ser cierto, pero se conseguiría a costa de mantener una situación de insostenibilidad que está produciendo daños ambientales irreversibles, y que además está favoreciendo que se desarrolle probablemente el modelo social más injusto de nuestro país, empleándose gran cantidad de mano de obra formada por emigrantes ilegales, que cobran sueldos de miseria, y que en muchos casos viven en condiciones infrahumanas, como hacía décadas que no vivía gente así en nuestro país. En parte, la “gran rentabilidad económica” de esos regadíos intensivos se sustenta sobre esos dos pilares. 

En cualquier caso, esa rentabilidad económica tampoco está garantizada a medio plazo, al depender en gran medida de elementos que suelen ser bastante cambiantes, como es la evolución de los mercados internacionales, la irrupción en el mercado de productos similares procedentes de terceros países, etc. Por ello, dado que el trasvase es una infraestructura de elevadísimo coste, que se pretende amortizar en bastantes años, y cuya construcción conlleva también varios años, no parece muy adecuado llevarla a cabo desde el punto de vista de la rentabilidad económica, para mantener un sistema productivo que puede tener bastante de coyuntural.

- Equilibrio social y territorial.

En lo referente a este criterio, los argumentos que se aportan en el documento son claramente demagógicos e interesados.

Se hace referencia a que si se aplicase la opción 1, se perderían alrededor de 12.000 puestos de trabajo en 20 años. En primer lugar, no sabemos si se refiere a los puestos de trabajo ocupados por emigrantes ilegales en las condiciones en las que se encuentran, y a las que antes nos hemos referido. En segundo lugar, no parece difícil y cuando al Gobierno le ha interesado así lo ha hecho, llevar a cabo un reconversión que afectara a esos 12.000 puestos de trabajo en un periodo de tiempo de 20 años, siendo muy recomendable desde todos los puntos de vista si de esa manera se consiguiera alcanzar un nivel de desarrollo sostenible adecuado en la costa mediterránea.

También se argumenta que el abandono del regadío deja el espacio libre al desarrollo urbanístico. Con este argumento se alcanza el colmo de la demagogia, cuando se señala que una de las ventajas de la opción 3 es que podría garantizar los abastecimientos de los nuevos desarrollos urbanos. Además, salvo casos muy excepcionales, la existencia del regadío, por muy rentable que sea, no ha supuesto freno alguno al desarrollo urbanístico, al suponer en muchos casos multiplicar aproximadamente por cien el precio del suelo. Ello ha quedado plenamente demostrado en la mayoría de las poblaciones costeras levantinas, que ha avanzado a costa de las huertas, arrozales y cultivos de cítricos.

Por otra parte, cuando se refiere a la opción 3, a parte de los argumentos ya reiterados relativos a la cobertura de los déficits actuales, hace referencia a otras supuestas ventajas cuanto menos sorprendentes. En concreto señala que “Da lugar a una muy importante vertebración territorial, al conectar y relacionar hidráulicamente las cuencas de origen con todo el arco mediterráneo español”. No sabemos a que se refiere, a no ser que se pretenda que el trasvase sea navegable. De hecho, el efecto que va a producir el trasvase va a ser precisamente el contrario, de desvertebración del territorio, al fomentar el abandono de amplias zonas rurales del interior, y de incremento de las diferencias de renta, población, etc. entre unas regiones y otras.

Por último se señala que, aunque la opción 3 genera rechazo en las cuencas donantes, también la opción 1 lo produce en las receptoras “por lo que no parece viable arbitrar opciones estratégicas que resuelvan realmente el problema y sean universalmente admitidas desde el punto de vista de la aceptación pública”. Parece que en cierto modo el Ministerio de Medio Ambiente asume el descontento de las poblaciones de las cuencas donantes, y que prefiere éste al de las poblaciones de las cuencas receptoras.

También se señala que los trasvases entre cuencas no son mayoritariamente considerados por la opinión pública como actuaciones de gran impacto sobre el medio ambiente, lo cual contrasta con el hecho de que las mayores manifestaciones que han tenido lugar en España en los últimos años han sido precisamente de oposición al trasvase.

En cualquier caso, consideramos que lo que debería ser importante para el Ministerio de Medio Ambiente es si realmente son o no actuaciones impactantes, y no lo que piense la opinión pública de ello, opinión que por cierto resulta evidente que varía bastante si la encuesta se realiza en las cuencas donantes o se hace en las receptoras.

5.2.-
SELECCIÓN DE LA OPCIÓN 3

Finalmente, como era de prever, y así lo había decidido ya el Ministerio de Medio Ambiente, antes de que se iniciase la elaboración de la Evaluación Ambiental Estratégica, se acaba señalando a la opción 3 como la más adecuada. Sin embargo, el análisis comparativo que se ha realizado entre las tres opciones planteadas no ha sido honesto, pues en todo momento se ha intentado justificar, empleando para ello en muchos casos argumentos burdos, que la opción del trasvase era la mejor.

Si realizamos ese mismo análisis comparativo según los diferentes criterios utilizados en el documento, empleando la información que se aporta en el Libro Blanco del Agua, y siguiendo razonamientos lógicos, nos encontramos con que la opción 1 es globalmente la más adecuada, tanto a corto como a medio y largo plazo. El único camino para alcanzar un equilibrio entre la actividad humana y los recursos hídricos disponibles en la costa mediterránea, y obtener algo parecido a un Desarrollo Sostenible, pasa necesariamente por un incremento de la eficiencia en la utilización del recurso, así como una reducción progresiva de la demanda con el fin de conseguir igualar ésta con la suma de los recursos hídricos renovables, más los que se reciben a través del trasvase Tajo-Segura ya existente. 

Desde Ecologistas en Acción se elaboró una alternativa en esta dirección, donde se analizaban los recursos disponibles en cada una de las cuencas teóricamente deficitarias, y se proponían una serie de alternativas para alcanzar ese equilibrio, que pasaban por poner coto al crecimiento de las demandas, condición imprescindible; y una mejora sustancial de la eficiencia en la utilización del agua, acompañada en la cuenca del Segura de una reducción de la superficie de regadíos, al haber superado las demandas de forma neta en esa cuenca a los recursos hídricos renovables.

Sin embargo, la solución del trasvase constituye una huida hacia delante, pues tan sólo la expectativa que de por sí genera la realización del trasvase y por tanto del incremento de los recursos hídricos, dispara las demandas de agua, en la mayoría de los casos consentido cuando no fomentado explícitamente de manera irresponsable por parte de las administraciones autonómicas.

La opción del trasvase no deja de ser una solución teórica, de laboratorio: se cubren los actuales déficits, y no se incrementa más la demanda, cuando la realidad es bien distinta. De hecho, desde Ecologistas en Acción consideramos que el mayor enemigo de la opción del trasvase, es precisamente la propia realidad.

5.3.-
SELECCIÓN DE ALTERNATIVAS, PARTICIPACIÓN PUBLICA, INCIDENCIA AMBIENTAL Y MEDIDAS CORRECTORAS

Una vez que se ha optado en el documento por la opción del trasvase, se procede a realizar una selección de alternativas de transferencia, que coincide básicamente con la que se realiza en la documentación técnica que acompaña al PHN, y que por tanto no vamos a comentar.

A continuación se dedica un apartado completo a intentar demostrar que la información y participación pública ha sido muy extensa durante todo el proceso de elaboración del PHN, para pasar después a analizar la incidencia del trasvase sobre el Delta del Ebro, concluyendo que esta va a ser reducida. También se proponen una serie de medidas a adoptar para mejorar ambientalmente el Delta del Ebro, varias de ellas independientes de los posibles efectos que el trasvase pudiera producir sobre este espacio natural. 

En concreto se trata fundamentalmente de un plan de medidas compensatorias y de mejora ambiental de este área natural. El Delta del Ebro es un espacio natural de gran valor, que se ha visto bastante deteriorado en las últimas décadas por la acción humana, y que actualmente sigue sufriendo numerosas agresiones. 

Las actuaciones que se plantean en el documento de Evaluación Ambiental Estratégica del PHN, son todas en sí interesantes y necesarias para conseguir contribuir a invertir el proceso degradativo que actualmente soporta el Delta del Ebro. 

Sin embargo, desde un punto de vista conceptual, resulta inadmisible que el Ministerio de Medio Ambiente proponga una serie de medidas de mejora ambiental en un espacio natural protegido como “pago” por llevar a cabo una actuación que puede producir alteraciones importantes en el régimen hídrico del Ebro, que afectarían al Delta. La obligación del Ministerio de Medio Ambiente, como su nombre indica, es la de proteger el medio ambiente, y si el Delta del Ebro necesita que se adopten una serie de medidas para frenar e invertir el proceso degradativo que actualmente sufre, su obligación es proponerlas y llevarlas a cabo independientemente de si se hace o no el trasvase.

Después se analiza la incidencia ambiental de las infraestructuras de conducción, proponiendo algunas modificaciones en el trazado con el fin de evitar afectar a aquellas áreas naturales que cuentan con algún tipo de protección o reconocimiento legal, lo cual resulta incompleto, pues es obligado tener en cuenta al conjunto de ecosistemas de la Directiva Europea de Hábitats que serían afectados por el trasvase, pues en el artículo 6 de la citada directiva se hace mención expresa a que todos los hábitats deben ser estudiados independientemente de su estado de protección legal.

A continuación se incluyen una serie de medidas protectoras y correctoras a adoptar durante la fase de obras y después de finalizadas éstas.

Finalmente, se proponen una serie de actuaciones a llevar a cabo durante la fase de funcionamiento, con el fin de minimizar los impactos del trasvase, así como de medidas de mejora ambiental en el entorno relacionadas con la infraestructura y funcionamiento del trasvase.

6.-
CONCLUSIONES.

Del análisis realizado de la Evaluación Ambiental Estratégica del Plan Hidrológico Nacional (PHN), podemos concluir que se trata de un documento elaborado fuera de tiempo, supuestamente técnico, que carece de cualquier tipo de validez legal, dado que se ha elaborado después de que la ley del PHN haya sido aprobada por al Parlamento.

Desde el punto de vista técnico, se trata de un documento incompleto, donde tan sólo se analiza una parte de las actuaciones que constituyen el PHN, en concreto el trasvase desde el Bajo Ebro a la Costa Mediterránea, que tan sólo supone el 20-25% de la inversión total del PHN.

Por otra parte, la calidad y sobre todo la honestidad técnica del documento resulta más que dudosa, pues lo que se pretende es intentar demostrar a posteriori que la opción elegida por el Ministerio de Medio Ambiente es la mejor posible. Para ello se intenta justificar, en muchos casos de una manera burda, que la única opción posible para solucionar los problemas de agua de la costa mediterránea pasa necesariamente por la realización del trasvase. Lo cual además es completamente falso, y de hecho así puede apreciarse si se sigue con detenimiento la comparación de las opciones estudiadas en función de los diferentes criterios establecidos. 

En definitiva, se trata de un documento carente de cualquier tipo de rigor técnico, constituyendo todo el proceso de elaboración y presentación pública del mismo una auténtica farsa, montada por el Ministerio de Medio Ambiente con la única finalidad de justificar ante la sociedad española y las autoridades comunitarias que el trasvase propuesto es lo más adecuado para solucionar los problemas hídricos de la cuenca mediterránea, que no incumple las directivas comunitarias y que resulta inocuo desde el punto de vista medioambiental. Y para ello no tiene pudor alguno en utilizar términos como “sostenible”, “equilibrio ecológico”, etc., para enmascarar realidades totalmente opuestas, al obviarse por completo los graves problemas ambientales y sociales que tanto el trasvase como el resto de las obras hidráulicas contempladas en el PHN producirían.

Es importante resaltar el hecho de que el PHN incumple abiertamente varias directivas comunitarias, en concreto la Directiva Marco de Aguas, al no respetar la unidad de cuenca y manipular el coste del metro cúbico trasvasado, en realidad bastante mayor al indicado en el PHN, según numerosos informes realizados en varias universidades españolas. También incumple de manera clara las directivas europeas de Aves y Hábitats, afectando gravemente a algunas áreas de la Red Natura 2000 que deben ser preservadas de acuerdo con lo establecido en estas directivas. A parte de afectar directamente a especies y hábitats prioritarios de la Directiva de Hábitats, va a afectar de manera muy importante a los ecosistemas ligados al medio hídrico existentes en las cuencas receptoras,  al modificar la calidad de las aguas, introducir especies piscícolas y de invertebrados propias de las cuencas donantes, pero foráneas en las cuencas  receptoras; y al transformar básicamente y artificializar los ecosistemas hídricos, vinculando a medio plazo su supervivencia al aporte de las aguas procedentes del trasvase, tal y como ha ocurrido con el trasvase Tajo-Segura. Ya se señaló anteriormente que esta vinculación de los ecosistemas hídricos a las aguas procedentes del trasvase resulta especialmente grave, pues una sequía prolongada que no permitiese trasvasar agua, produciría necesariamente daños ambientales muy graves en estos espacios.
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